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ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE PANAMA AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

Introducción

El informe que se presenta a continuación constituye un análisis de las respuestas proporcionadas por el Gobierno de Panamá al Cuestionario enviado por la Secretaría del MESECVI a la Autoridad Nacional Competente.

Para realizar dicho análisis se consideró no solo las respuestas dadas por el Gobierno de Panamá, sino también a partir  del estudio de diversas fuentes que permitiera conocer en un mayor grado, el avance y los obstáculos encontrados para el cumplimiento de la Convención de Belém do Pará, entre las cuales figuran, normativa atinente a la violencia contra las mujeres, tales como la Ley N°4 de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, Ley N°14 Código Penal, Ley N°16 sobre Explotación Sexual Comercial contra personas menores de edad, Ley N°27 donde tipifican delitos de violencia intrafamiliar y maltrato de menores, y la ley N°63 del Código Procesal Penal, Ley N°23 sobre la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y la Trata de personas, entre otras. Asimismo se realizó una búsqueda por medio de la herramienta de internet sobre algunas instituciones gubernamentales que contienen información relevante en línea acerca de datos estadísticos atinentes a la violencia contra las mujeres, así como informes presentados sobre el avance del país en materia de derechos humanos de las mujeres.

Por lo anterior se puede observar que el Estado de Panamá ha demostrado avances en materia de legislación, acceso a la justicia, protección y atención especializada en materia de derechos humanos de las mujeres, desde la ratificación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en junio de 1994.
Se observa una serie de leyes que viene a dar mayor cumplimiento a lo establecido en la Convención, entre ellas la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, Ley N°4 del 29-01-1999 en donde se establece un capítulo específico que aborda la violencia contra las mujeres, así como la Ley N°27 que tipifica los Delitos de Violencia Intrafamiliar y el Maltrato de Menores, y la Ley 38 que modifica algunos artículos del Código Penal y otros en relación con la violencia doméstica y el maltrato de personas menores.

El Estado Panameño también ha concentrado sus esfuerzos en desarrollar planes, políticas y programas que den una respuesta a las mujeres que enfrentan diversas formas de violencia especialmente en el ámbito familiar. En este sentido, ha impulsado en su legislación incentivos específicos para que la empresa privada participe en las acciones dirigidas a la atención y prevención de la violencia contra las mujeres.

Los principales desafíos para Panamá se concentran en realizar modificaciones legislativas que permitan cumplir con los compromisos establecidos en la Convención Belém Do Pará, especialmente en el reconocimiento de la violencia contra las mujeres más allá del ámbito intrafamiliar y doméstico. Así como acciones que permitan el reconocimiento y atención de los derechos sexuales y reproductivos en donde el Estado Panameño no ha demostrado avances significativos, especialmente en cuanto a la anticoncepción de emergencia y la atención profiláctica en situaciones de violencia sexual.

Resulta imperativo que se inviertan mayores esfuerzos en el sector salud, ya que se observa que en este nivel sectorial es donde existen mayores vacios en cuanto a protocolos de atención, capacitación para operadores/as de salud y en programas específicos de atención y prevención de la violencia contra las mujeres, más allá de la violencia doméstica.

Para efectos de una mejor comprensión del análisis del presente informe, se presentarán en letra cursiva las respuestas brindadas por el gobierno de Panamá en su informe.

I. LEGISLACIÓN

Avances

La Convención de Belém do Pará para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, fue aprobada por el gobierno de Panamá desde junio de 1994, siendo uno de los primeros países de la región que ratificó dicha convención mediante Ley No. 12 de 20 de abril de 1995.

La legislación nacional sí incluye la definición de violencia contra las mujeres, de manera específica en la Ley 4 de 29 de enero de 1999, por la cual se instituye la Igualdad de Oportunidades para las mujeres. En la legislación nacional existen disposiciones que incluyan la acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres, dentro de dicha ley.  Éste es el único instrumento jurídico que define en su artículo 3 la Violencia de Género: “Formas que perpetúan la dicotomía, entre las mujeres y los hombres y que aseguren la inferioridad de un género sobre el otro. Tales formas violan derechos humanos como el derecho a la vida, a la libertad, a la integridad física, mental y moral, así como la seguridad de la persona y su dignidad. Esta forma de discriminación inhibe seriamente las habilidades de las mujeres para disfrutar de los derechos y libertades sobre la base de la igualdad con los hombres”.  Igualmente dentro del Decreto Ejecutivo No. 53 de 25 de 4 de  junio de 2002, por la cual se reglamenta la Ley 4 de 29 de enero de 1999, de Igualdad de Oportunidades; en el Capítulo VI Violencia contra las Mujeres, en su artículo 65 y el artículo 66, artículo 69, artículo 70 al 75.

Con la Ley 27 de 1995 se adicionó al Título V del Código Penal, el Capítulo V denominado "DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y EL MALTRATO DE MENORES", que establece los delitos de violencia intrafamiliar y maltrato de menores. Dicha ley estableció los siguientes tipos de violencia y maltrato:

La Violencia sexual: que comprende el uso de la fuerza y el poder con la finalidad de realizar actos sexuales contra la voluntad de la otra persona. Este tipo de violencia se da en las relaciones de pareja; otras se da entre una persona adulta y un niño o niña o un joven o una joven menor de edad, mediante el abuso y el engaño o con el uso de la fuerza. Los hechos más comunes de violencia sexual son: la relación sexual con el uso de la fuerza, o sea la violación; la explotación sexual comercial o sea logrando ganancias económicas al cobrar por la relación sexual de otras personas; tener relaciones sexuales con miembros de la familia, es decir, lo que se conoce como incesto.

2. La violencia física: es aquella en que se usa la fuerza y el poder produciendo daños o heridas corporales a la persona que la recibe, generalmente requiere atención médica y sufren incapacidades para desenvolverse normalmente durante un período de tiempo. Entre los hechos que se pueden mencionar están: las heridas, las cortadas, las fracturas y rotura de huesos, las bofetadas y puñetazos, las patadas, las quemaduras, entre otras.

3. La violencia psicológica: es la violencia que aunque no se ve a simple vista, sí produce efectos emocionales y mentales, afectando la autoestima de la víctima. Entre los hechos que se consideran este tipo de violencia están: los insultos verbales, los gritos, el ridiculizar o rechazar a la otra persona; destruir objetos propiedad de la persona; dañar o romper objetos del hogar, causar daños a animales, etc

Posteriormente en el 2001 se promulga la Ley 38 sobre Violencia Doméstica, y Maltrato al Niño, Niña y Adolescente, en donde se amplían los tipos penales anteriormente señalados y se agrega la violencia patrimonial, que se define como la "acción u omisión dolosa que implica daños, pérdidas, transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes u otros recursos económicos destinados a satisfacer las necesidades básicas de las personas" del núcleo familiar. Incluye también como violencia patrimonial la limitación injustificada al acceso y manejo de bienes comunes. También se contempla la reparación de daños y resarcimiento a la víctima así como atención especializada para ella.

Otro aspecto de gran relevancia es la obligatoriedad de establecer registros de declaración obligatoria por situaciones de violencia detectados en centros de salud.

Sobre la pregunta seis, la legislación panameña sanciona el acoso sexual tanto en el ámbito penal como en el ámbito laboral, tal como se establece en el Código Penal, adoptado mediante la Ley 14 de 18 de mayo de 2007, en el Artículo 175: quien por motivaciones sexuales hostigue a una persona de uno u otro sexo será sancionado con prisión de uno a tres años o su equivalente en días-multa o arresto de fines de semana. Se agravará la pena de dos a cuatro años de prisión, en los siguientes casos:

1.
Si la víctima no hubiera cumplido dieciocho años de edad.

2.
Si el autor cometiera el hecho abusando de su posición.

En lo laboral a través del artículo 213, numeral 15, del Código Laboral, del 30 de diciembre de 1971. Además está contemplada en la Ley N° 4 por la cual se Instituye la Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, en su capítulo V, Trabajo, numeral 11: “estudiar y prevenir las situaciones u hostigamiento sexual en el trabajo”
La violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho se encuentra tipificada en la Ley 38 “Que reforma y adiciona artículos al Código Penal y Judicial, sobre violencia Doméstica y maltrato al niño, niña y adolescente, deroga artículos de la Ley 27 de1995 y dicta otras disposiciones”

La despenalización del aborto por violación se encuentra tipificado dentro de la Ley 14 que adopta el Código Penal, en el Articulo 142, donde no se aplicarán penas si el aborto es realizado, con el consentimiento de la mujer, para provocar la destrucción del producto de la concepción ocurrida como consecuencia de violación carnal, debidamente acreditada en instrucción sumarial. Asimismo se encuentra despenalizado el aborto terapéutico, tal como lo señala el Artículo 142 del Código Penal donde se señala que no se aplicarán las penas señaladas en si el aborto es realizado, con el consentimiento de la mujer, por graves causas de salud que pongan en peligro la vida de la madre o del producto de la concepción.

Se sanciona la esterilización forzada mediante la Ley 14 del 18 de mayo de 2007, que adopta el código penal actual. En su artículo 144 establece quien practique reproducción asistida en una mujer, sin su consentimiento, será sancionado con la pena de prisión de 6 a 10 años.
Obstáculos
En cuanto a la plena vigencia de la Convención Belém do Pará en el Estado Panameño, se observa que conforme al Art. 7 c) y h) aun no se ha legislado a efecto de que se penalice todas las formas de violencia contra las mujeres, como se desprende del informe proporcionado por la Autoridad Nacional Competente.

Sin duda alguna la Ley 27 y posteriormente la Ley 38 han representado un gran avance para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar, sin embargo, esta legislación circunscribe al ámbito doméstico el reconocimiento de la violencia ejercida contra mujeres adultas, lo que demuestra que no hay una aplicación integral de la Convención, en tanto no se reconoce la violencia contra las mujeres de manera especial y específica acorde con la definición de violencia basada en género.   
En el ordenamiento jurídico panameño no existe normativa en materia civil ni a nivel administrativo que prevenga, sancione o erradique la violencia contra las mujeres, así como la violencia institucional que está sin normar.

Sobre si existe una reparación para la víctima, el Artículo 127 del Código Penal establece que de todo delito se deriva responsabilidad civil, sin embargo, es una tipificación general y no específica para mujeres víctimas de violencia. 

La trata nacional e internacional de personas está penalizada en la Ley 16 y Ley 14 del ordenamiento jurídico, sin embargo su tipificación es solo para la modalidad de Trata Sexual, dejando desprotegidas a aquellas mujeres víctimas de trata con fines laborales. Asimismo cabe indicar que su énfasis se da en mujeres menores de edad, por lo cual tampoco se cumple con lo dispuesto en el Protocolo de Palermo en cuanto a las disposiciones específicas para la atención y prevención de la trata de mujeres. 

Sobre la respuesta a la pregunta cinco del cuestionario sobre “la prostitución forzada”, se indica ampliamente que la legislación Panameña sanciona la explotación sexual comercial de personas menores de edad, en el Código Penal en el Capítulo II, Corrupción de Personas Menores de Edad, Explotación Sexual Comercial, y otras Conductas en su Artículo 176 señala que quien corrompa o promueva la corrupción de una persona menor de dieciocho años haciéndola participar o presenciar comportamientos de naturaleza sexual que afecten su desarrollo psico sexual será sancionado con prisión de cinco a siete años. Sin embargo persiste una desprotección hacia las mujeres adultas que sean víctimas de esta forma de violencia.

En la legislación de Panamá en materia de violencia contra las mujeres, no existe prohibición expresa para el uso de la conciliación. En términos generales hay algunas excepciones a la conciliación según lo manifiesto por la Autoridad Nacional Competente, a saber: “sí existe una prohibición expresa para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes. Esta se describe en el artículo 2 del Decreto Ley No.5 de 8 de julio de 1999 por la cual se establece el régimen general de arbitraje, de la conciliación y de la mediación:

“Artículo 2: No podrán ser sometidas a arbitraje, las siguientes controversias:

Las que surjan de materias que no sean de la libre disposición de las partes. Se entiende por tales, entre otras, todas aquellas afectas al desempeño de potestades públicas o las que derivan  de funciones de protección o tutela de personas o que están reguladas por normas imperativas de Derecho”
El delito de femicidio no existe,  pero es necesario que se incluya en el código penal, ya sea como un tipo penal autónomo o como agravantes para estar en consonancia con lo establecido en la Convención en sus artículos 1º, 3º y 4º. No obstante, se señala que desde el mecanismo de la mujer se está elaborando una propuesta de Ley de Violencia contra las Mujeres que incluirá el tipo penal del femicidio. 
La legislación no considera como delito la violencia contra las mujeres proveniente del Estado en ninguno de los supuestos considerados en el cuestionario. La ausencia de disposiciones penales que sancionen estas formas de violencia colocan a las mujeres panameñas en una situación de indefensión ante la posibilidad de ser víctimas de estas conductas y por tanto se les niega sus derechos, tal y como lo establece la Convención en los artículos 2, 3, 4, y 5.  

Con relación a la protección de los derechos sexuales y reproductivos no se ha emitido disposiciones legales en cuanto al delito de la violencia obstétrica, ni disposiciones que sancionen a personas funcionarias públicas y personas profesionales que impidan a las mujeres atender su salud sexual y reproductiva, situación que viola las disposiciones contenidas en la convención en los artículos 2, 3, 4, 5, 7 incisos a), c), y e) y 8 inciso d) 

No se han llevado a cabo campañas específicas sobre la Convención de Belém do Pará.

Vacíos

La respuesta brindada por la Autoridad Nacional Competente con relación a la prostitución forzada requiere de mayor ampliación, ya que su respuesta no permite dilucidar que la misma esté regulada de manera separada a la trata o la explotación sexual de menores.

No se informa sobre las sanciones del acoso sexual en el ámbito educativo y la información relativa al ámbito de salud. Se menciona únicamente que se tiene un reglamento interno, sin embargo dicha información no permite conocer los alcances de dicha disposición y por tanto la protección o en su defecto la discriminación que las mujeres puedan enfrentar en esos ámbitos.

No se brinda información pertinente a si existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepción de emergencia, ni a si se proveen cuidados y tratamientos de profilaxis de emergencia para VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual, así como tampoco sobre las acciones que permitan garantizar el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres panameñas.

PLANES NACIONALES
Avances 

En el año 2004 se crea un Plan Nacional contra la Violencia Doméstica y Políticas de Convivencia Ciudadana, para un período de 10 años, 2004-2014. La respuesta de la Autoridad Nacional Competente señala: “si bien, no constituye un Plan Nacional de Violencia contra la Mujer, el mismo fue concebido con un enfoque que busca transcender a otras formas de violencia contra la mujer; ya que este propone una política pública integral que impulsa la promoción de los derechos humanos, el enfoque de género, la equidad y la solidaridad social”.

Los actores claves en la ejecución del mismo son las organizaciones gubernamentales por medio de la Red de Mecanismos Gubernamentales y expertas, las organizaciones no gubernamentales, la empresa privada, las instituciones académicas, los clubes cívicos, los medios de comunicación social, las organizaciones comunitarias, las personas afectadas por la violencia y los organismos internacionales, de manera que tiene una perspectiva multisectorial y las acciones se divulgan y promueven en las áreas de salud, educación, jurídico policial y social, logrando así  la necesaria concertación de todas y todos. 

La evaluación de la ejecución de dicho Plan se realiza a través del Consejo Nacional de la Mujer, quien sistematiza los avances, limitaciones y medidas adoptadas por la Red de Mecanismos Gubernamentales de Igualdad de Oportunidades en Panamá.  El CONAMU de acuerdo al artículo 149 del decreto 53 de 25 de junio de 2002 debe presentar un informe anual a los tres Órganos del Estado y a la sociedad panameña.

En términos de Planes Sectoriales, tales como educación, erradicación de la pobreza, VIH/SIDA se denota un importante esfuerzo en el Estado panameño por incorporar acciones específicas que contribuyan en la prevención de la violencia de género tal como se observa en el Plan Estratégico 2009-2014, el Programa de Red de Oportunidades y guía de Orientaciones Metodológicas para trabajar en la Prevención de la Transmisión del VIH. Así como en los lineamientos  para la Prevención de la violencia de Género, violencia intrafamiliar y abuso sexual.

Desde el Ministerio de Salud se impulsa la revisión al Plan Nacional de Salud en Panamá, que incluye entre sus lineamientos; de promoción de la Salud y que impulsa la equidad social y de género, la capacitación para  dar  seguimiento a los temas de salud y violencia, contenidos en normativa vigente.

Así como, la divulgación del manual de normas y procedimientos para la atención integral de la violencia intrafamiliar y la promoción de formas de convivencia solidaria en el sistema nacional de salud.
La prevención del crimen está enmarcada dentro del plan en los lineamientos estratégicos mediante la “incorporación de estrategias alternativas de prevención de la violencia doméstica, que contribuyen a cuestionar las raíces del problema, incluyendo la difusión de modelos de masculinidad no violenta, y espacios seguros para el desarrollo de la autonomía y el empoderamiento de la mujer”

Se cuentan con mecanismos legales, tales como la Ley 38, Art. 28 que contempla el deber del Ministerio de Educación de incorporar y promover en los planes y programas de estudio de todos los niveles, valores basados en los principios de tolerancia, del respeto a las diferencias y la diversidad, la igualdad y equidad de género, y fomentar programas para prevenir la violencia y el maltrato a los menores de edad.

La sociedad civil participa de manera formal a través del Consejo Nacional de la Mujer (CONAMU), es el máximo organismo consultor, propositivo y asesor para la promoción y desarrollo de las mujeres en la vida política, social, y económica del país. Lo integran  doce (12) representaciones, de la sociedad civil y representantes de los tres  órganos del estado de manera paritaria, las personas designadas como principales y suplentes según el decreto, tienen que acreditar su trayectoria pública en favor  de los derechos humanos de las mujeres ante el CONAMU de conformidad con su reglamento interno. 

Obstáculos

El Plan Nacional con el que cuenta Panamá no es un plan para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. Está circunscrito únicamente a la violencia ejercida en el ámbito doméstico y de manera general, lo cual incumple con el artículo 1, 3, 4 y 7  de la Convención.

No se cuenta con sanciones por incumplimiento de dicho plan, lo que dificulta el garante cumplimiento del mismo, toda vez que las acciones que no se están efectuando no tienen un mecanismo efectivo que obligue a las instancias responsables de su ejecución.

No existen  planes de  formación continua sobre la violencia contra las mujeres ni sobre los derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará. Lo que se desarrolla son acciones de capacitación y sensibilización en algunos sectores importantes de instancias gubernamentales tales como educación, poder judicial, salud y policía. No obstante, dichos esfuerzos son acciones aisladas que no están articuladas dentro del sistema gubernamental ni con la sociedad civil, lo que permitiría no solo tener mayor cobertura nacional, sino también mayor acceso a las comunidades. 

A pesar de los esfuerzos realizados por el INAMU para sensibilizar y comprometer acciones por parte de los medios de comunicación en el tema de los derechos humanos de las mujeres y teniendo un acuerdo de autorregulación de los canales televisivos para no proyectar imágenes discriminatorias para las personas, son acciones de carácter general y no específico sobre las mujeres y en especial sobre la divulgación de la Convención.

Vacíos

No se brinda información acerca del monitoreo y evaluación del Plan Nacional, así como sobre la ejecución de proyectos y actividades conjuntas entre sociedad civil y el Estado. 

II. ACCESO A LA JUSTICIA

Avances

En cuanto a la apertura de nuevas entidades encargadas de recibir denuncias de violencia contra las mujeres, se han creado Corregidurías, las Fiscalías de Familia, Juzgados Nocturnos y Personerías. Se creó la Personería Quinta de Circuito de Panamá en 2010.

La Dirección de Investigaciones Judiciales (DIJ) del Ministerio Público creó en el 2008 la División de los Delitos contra el orden jurídico familiar, además la línea de auxilio 814, y el Centro de Asistencia a Víctimas. En la Dirección de Investigaciones Judiciales (DIJ) se creó el Centro de Recepción de Denuncias y el Centro de Atención a la Víctima.

En el Ministerio Público existe personal especializado en el tema del acceso a la justicia y es garante del debido proceso. Actualmente existen cuatro fiscalías especializadas en el tema de familia en el área urbana, dos fiscalías en San Miguelito, en el área rural una fiscalía en Chorrera, una fiscalía en Veraguas, Personería Municipal en Herrera y Los Santos. Todas éstas fiscalías cuentan con abogados que son los receptores de de las denuncias por violencia doméstica y de dar seguimiento al proceso. 

En relación con el acceso a la justicia para mujeres indígenas, se suscribió el Acuerdo N° 424 de 22 de mayo de 2009.  Por el cual el Órgano Judicial crea el Departamento de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, mismo que estará bajo la coordinación  directa de la Unidad de Acceso a la Justicia y Género del Órgano Judicial, de manera tal que se asegure la igualdad de oportunidades y se logre hacer efectivo los derechos sin discriminación alguna desarrollando sinergias con los otros entes de la administración de justicia como garantía de un pleno acceso a la justicia, respetando los usos y costumbres, como muestra de respeto a su integridad e identidad cultural. Tiene como función establecer el servicio de intérpretes de lenguas indígenas para asistir a esta población en sus intervenciones jurisdiccionales. Como otra medida para facilitar el acceso a la justicia, el Órgano Judicial ha elaborado estrategias de acceso a la justicia para las Comarcas indígenas basada en una integración respetuosa de sus valores culturales.  Para el logro de estos fines, la Institución, a través de la Unidad Coordinadora encargada de los programas del mejoramiento de la justicia, ha realizado dos (2) consultorías que se refieren a los modelos de mediación para comarcas y territorios indígenas y a las normativas de acercamiento de la justicia ordinaria y la tradicional indígena en cuanto a competencia, las cuales se encuentran en etapa de aprobación por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) para posteriormente ser implementadas por el Poder Judicial. Le compete a la Unidad de Acceso a la Justicia y Género en conjunto con el Departamento de los pueblos indígenas del Órgano Judicial, trabajar en la promoción de derechos, la prevención y solución colaborativa de conflictos, con énfasis en la participación y calidad de la prestación dirigida a las poblaciones indígenas del país

El Órgano Judicial está desarrollando acciones con el fin de generar espacios con privacidad en los despachos de justicia a través de un proceso de transformación y modernización de las edificaciones, tomando en cuenta la adecuación de los espacios existentes y que con ello se respete los derechos humanos y se evite la revictimización de las personas usuarias de los servicios.

La legislación vigente establece Medidas especiales de protección a la víctima de violencia doméstica y otros delitos. En los delitos de violencia doméstica, delitos contra la libertad sexual, maltrato a personas menores de edad, lesiones personales y trata de personas, así como en los delitos donde se pueda ver afectada la seguridad personal de la víctima, el Fiscal, el Juez de Garantías, el Juez Municipal o el Tribunal de Juicio podrá aplicar cualesquiera de las siguientes medidas protectoras:

1. Ordenar al presunto agresor que desaloje la casa o habitación que comparte con la Víctima, mientras dure el proceso. Esta medida se establecerá por un mínimo de un mes, el cual podrá prorrogarse por periodos iguales si lo solicita la parte ofendida o persisten las razones que lo determinaron.

2. Ordenar que el presunto agresor utilice el brazalete electrónico con receptor en la víctima, mientras dure el proceso, conminándolo a que no se acerque a la víctima a menos de doscientos metros. Cada vez que se incumpla esta orden, se ordenará la detención provisional del presunto agresor, hasta por treinta días. Ante la imposición de esta medida, la víctima será siempre informada del riesgo que implica para su vida el acercarse a menos de doscientos metros del presunto agresor.

3. Ordenar la suspensión del permiso de portar armas, mientras dure el proceso.

4. En el caso de que el presunto agresor realice actividades que impliquen el acceso a uso o manejo de armas, además de la suspensión del permiso para portar armas, ordenar a su empleador o superior jerárquico su reubicación laboral, mientras dure el proceso. Dicha orden judicial de reubicación laboral será de obligatorio cumplimiento.

5. Ordenar al empleador o superior jerárquico de la víctima su reubicación laboral, por solicitud de esta.

6. Ordenar, a solicitud de la víctima, su ubicación en un centro educativo distinto.

7. Entrar en la residencia, casa, habitación o morada habitual de la víctima, si hay agresión actual o pedido de auxilio. En estos casos, cualquiera otra evidencia relacionada con el acto de violencia no tendrá valor legal.

8. Autorizar a la víctima para que radique, junto con su familia, en un domicilio diferente al común, mientras dure el proceso, para protegerla de agresiones futuras, respetando la confidencialidad del domicilio.

9. Comunicar al Registro Público, a la Oficina de Reforma Agraria o a la autoridad correspondiente, según sea el caso, para que impida la disposición, por cualquier título, del bien inmueble que constituya el domicilio familiar.

10. Suspender los derechos inherentes a la reglamentación de visitas del presunto agresor, mientras dure el proceso.

11. Fijar pensión alimenticia provisional y disponer a favor de la víctima el uso de los bienes muebles que requiera para su vivienda segura y digna, así como todo lo necesario para el uso de la seguridad social, por una duración de seis meses, sin perjuicio de que puedan ser prorrogadas durante el tiempo que dure el proceso, de acuerdo con la evaluación que realice la autoridad que conozca del caso.

12. Ordenar al presunto agresor asistir a terapias sicológicas o siquiátricas, mientras dure el proceso. El incumplimiento de una de las citas impuestas por esta medida conllevará detención provisional hasta por una semana.

13. Ordenar el reintegro al domicilio común de la víctima que haya tenido que salir de él, si así lo solicita, y, en consecuencia, aplicar de inmediato la medida establecida en el numeral 1 de este artículo.

14. Levantar el inventario de bienes muebles del patrimonio familiar, para asegurar el patrimonio común.

15. Prohibir que se introduzcan o se mantengan armas en el domicilio común, mientras dure el proceso, así como ordenar la incautación de estas, a fin de garantizar que no se empleen para intimidar, amenazar ni causar daño.

16. Prohibir al presunto agresor acercarse al domicilio común o a aquel donde se encuentre la víctima, así como al lugar de trabajo, estudio u otro habitualmente frecuentado por la víctima, mientras dure el proceso.

17. Ordenar protección policial especial a la víctima mientras se mantengan las circunstancias de peligro.

18. Disponer que la víctima reciba tratamiento individual sicológico o siquiátrico especializado, por el tiempo que sea necesario.

19. Ordenar la aprehensión del presunto agresor por cuarenta y ocho horas, según las circunstancias de violencia o daño o las condiciones de comisión del hecho.

Se han creado Normas y Protocolos de atención para el uso de policía, fiscalías, y personas operadoras de salud. El protocolo de intervención en salud ha servido de guía para el desarrollo del modelo de atención a nivel de detección, prevención, promoción, atención y rehabilitación de la atención de casos de violencia doméstica; el mismo está en proceso de revisión y ajustes, para adecuarlo a las demandas de las usuarias y así garantizar un mejor servicio a las mujeres.

Los juzgados y las fiscalías utilizan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes tanto en el área urbana como en la rural. 

Sobre evaluaciones o estudios acerca del uso de estereotipos, prejuicios, mitos, costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, el órgano judicial realizó un Diagnóstico Situacional en el año 2009, a saber:“Igualdad en el Acceso a la Justicia de las Mujeres, Personas con Discapacidad y Adolescentes en Conflicto con la Ley” en el Órgano Judicial.

 Este Diagnostico arrojó que quienes laboran en la administración de justicia reproducen los prejuicios patriarcales que discriminan a las mujeres y un noventa por ciento (90%) de las y los participantes en la investigación afirmó que no tienen ningún tipo de discriminación contra la población femenina.   

Se cuenta con un Manual de Normas y procedimientos para la atención integral de la violencia intrafamiliar y la promoción de formas de convivencia solidaria en el sistema nacional de salud.

Obstáculos
Del 2008 al 2010 no se han creado Fiscalías de Violencia Doméstica, la última que se creó fue la Cuarta de Familia en el 2004. 

Es realmente preocupante que se hiciera una apertura de Personerías en los últimos años, tales como: la Secretaria de Protección de Víctimas, Testigos, Peritos y demás intervinientes del proceso penal y las Unidades de Protección de Víctimas, Testigos, Peritos y demás intervinientes del proceso penal en Coclé y Veraguas. (Mediante Resolución N º 49 de 30 de diciembre de 2009). Los Centros Alternos de Resolución de Conflictos en Coclé y Veraguas). (Mediante Resolución N º 48 de 30 de diciembre de 2009). El Centro de Asistencia a Víctimas de Coclé y Veraguas.(Resolución Nº 47 de 30 de diciembre de 2009) y que éstas no estén en marcha por problemas de infraestructura y por dificultades a lo interno del Ministerio Público, ya que no está en funcionamiento el Sistema Acusatorio en el Segundo Distrito Judicial.

Los servicios especializados y/o gratuitos que existen para las mujeres no se ofrecen a nivel nacional, lo que representa que el acceso a la justicia es limitado para las mujeres panameñas, en especial para aquellas que se encuentran en zonas alejadas.

Actualmente no se cuenta con mecanismos para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o personas testigas de la violencia perpetuada contra las mujeres.
No se han realizado evaluaciones ni estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia; no se cuenta con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas. En el Órgano Judicial no existen estudios al respecto ni registros estadísticos.
No se han hecho estudios o evaluaciones sobre el uso de la Convención y los Tratados Internacionales de derechos humanos en las sentencias y dictámenes judiciales y del Ministerio Público.

No existen estudios sobre el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias, así como si en la impartición de justicia se toma en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir sus sentencias.

Vacíos

La Autoridad Nacional Competente no facilitó los protocolos de atención existentes.

III. SERVICIOS ESPECIALIZADOS
Avances

Los servicios gratuitos especializados se han ampliado a través de los Centros de Orientación y Atención Integral (COAI)  del Ministerio de Desarrollo Social a nivel nacional. Dichos Centros brindan atención integral, con personal capacitado que da orientación psicosocial y asesoría legal. El Instituto Nacional de la Mujer también brinda orientación psicosocial y legal a mujeres víctimas de violencia doméstica a través de un equipo interdisciplinario. Otro servicio lo constituye la Oficina de Servicios Contra la Violencia Familiar, de la Policía Nacional, específicamente en la provincia de Panamá.

Existen líneas de auxilio, como lo son la Línea 147, del Ministerio de Desarrollo Social y la Línea 5006162, de la Casa Albergue Nueva Vida, las cuales brindan servicio de orientación y denuncia.

Se dispone la obligatoriedad del personal de salud y administrativo de documentar mediante formularios emanados del Ministerio de Salud, el historial médico, los hallazgos clínicos, el diagnóstico y la incapacitad provisional -psíquica y física- de la víctima de violencia doméstica o de maltrato de niños, niñas o adolescentes; formulario que debe enviarse al Instituto de Medicina Legal dentro de las 48 horas siguientes a la atención del o la paciente, a fin de que pueda proseguir el trámite de instrucción correspondiente y cuando se trate de menores de edad, se remitirá a los Juzgados de Niñez y Adolescencia.

Obstáculos

A pesar de que se realizó una acción importante de difusión acerca de los recursos de apoyo para mujeres víctimas de violencia de género, dicha acción no representa una verdadera campaña de difusión acerca de los servicios gratuitos especializados ya que su mensaje no llega a la totalidad de la población. 

No se han realizado evaluaciones de los servicios especializados en atención a mujeres sobrevivientes de violencia. No obstante, se emanó una recomendación por parte del INAMU con el fin de que se ampliara los  servicios de representación  legal para  mujeres víctimas de  violencia, que  no cuentan con  recursos económicos. Producto de ello se otorga subsidio para el programa de representación legal a mujeres víctimas de violencia y que además no cuentan con  recursos  económicos.

Vacíos
A pesar de que se menciona un importante esfuerzo por la construcción de un nuevo Centro Integral en Colón, no se señala para cuándo se tiene proyectado su inauguración, así como tampoco se indica con exactitud el número de casas de acogida o albergues con los que cuenta Panamá para la protección de víctimas de violencia.

Sobre programas de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo no se especifican acciones concretas, así como tampoco se exponen las razones por las cuales no se han tomado medidas que garanticen la cobertura en cuanto a los derechos sexuales y reproductivos.

IV. PRESUPUESTO

Avances

Del total del presupuesto asignado al MIDES ($4,018,857.00) el 1% ($349,835,900.00),está destinado a combatir la violencia contra las mujeres, provenientes del gobierno central. Del total del presupuesto asignado al tema de  violencia contra las mujeres es de  un 0.12%, la cual es destinado a capacitación de funcionarios/as, a nivel nacional.

Los costos del Estado en servicios de las casas de acogidas para la protección de víctimas de violencia en mujeres es de un 0.04%, del total del presupuesto asignado a programas sociales.

La inversión en campañas de prevención de la violencia contra las mujeres fue de un 0.20%, del total del presupuesto asignado a programas sociales. 

Desde el 2006 a la fecha se ha recibido apoyo técnico y financiero por parte de la Cooperación Internacional  para desarrollar iniciativas en el área de Prevención y Atención de la Violencia contra la mujer e Igualdad de Oportunidades.

A través del  Proyecto denominado Equidad de Género, se recibe a través del INAMU el apoyo en  asistencia técnica y financiera, del Fondo de Población de Naciones Unidas un monto acumulado aproximado de B/500,000.00 por cuatro años. 

Con el Fondo Mixto Hispano Panameño, cuyos fondos provienen  del Gobierno de España y del Gobierno de Panamá se ejecutan los Proyectos: Actuación Integral de la Violencia, y el de Fortalecimiento Institucional y del Movimiento de Mujeres en la Prevención y Atención de la violencia contra la Mujer,  por un monto aproximado de B/700,000.00, por cuatro años.

Igualmente el país desde el 2007 ha desarrollado el Programa de Seguridad Integral financiado por el BID por un monto total de 25 millones en calidad de préstamo, en donde uno de los productos está vinculado a la prevención de la violencia contra la mujer, y jóvenes.  De este monto se ha asignado un   monto B/300,000.00 por tres años.

Panamá ha sido acreedor en el 2010 de la aprobación de dos proyectos a nivel mundial  enmarcados en la prevención de la violencia en general y contra la mujer como son:  Alianza de una vida sin Violencia, aprobado por UNIFEM cuyo monto asciende a $1,200.000.00 a ejecutarse 2010-2014, siendo el INAMU la socia principal junto al MINSA y por el Sistema de Naciones Unidas el Fondo de Población, OPS/OMS y PNUD, y Organizaciones No Gubernamentales, cuyo objetivo principal es el establecimiento de dos redes locales contra la Violencia de Género, mejorar los servicios de salud en dos áreas pilotos a nivel nacional. 

Obstáculos

Se observa gran dificultad en el ámbito de salud ya que a pesar de que es en esta instancia a la que acuden las mujeres en busca de atención el porcentaje del presupuesto asignado a los servicios de salud no está segregado y por tanto no permite visibilizar los recursos que se destinan específicamente para el abordaje de la programas para la prevención y atención de la violencia contra las mujeres. 
No se cuenta con información sobre el porcentaje del presupuesto nacional asignado a comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias, capacitación de funcionarios/as, servicios especializados: refugios y casas de acogida; líneas de asistencia gratuitas; asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita; campañas de prevención de la violencia contra las mujeres; servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional.

Vacíos
A pesar de los esfuerzos establecidos por el Estado por generar cooperación internacional para el desarrollo de programas y proyectos orientados a prevenir y atender la violencia contra las mujeres, no se brinda información acerca del presupuesto real que se destina para esos rubros, así como los fondos proporcionados por la cooperación internacional en la materia.

V. INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS
Avances

En el 2008 se publicó un estudio sobre Femicidio en Panamá, en donde se refleja las muertes violentas de mujeres entre los años 2000-2006. Entre sus principales conclusiones se demuestra “el aumento y/o crecimiento de la visibilidad y denuncia de la violencia contra las mujeres, en un contexto en el que se profundizaron las desigualdades sociales, la inequidad y la inseguridad.  Que de los 221 homicidios de mujeres ocurridos en el periodo esta investigación pudo acceder a información de 196, entre los cuales se identificaron 133 femicidios, y en 24 no hubo información suficiente para una plena caracterización. En los 133 femicidios identificados, una gran mayoría  87, se producen en escenarios de relaciones de pareja, seguidos en importancia por los que se produjeron por obra de otros familiares y por ataque y acoso sexual”.

En el año 2008 se realizó una investigación sobre la Imagen de la Mujer en los Medios, la cual demuestra el uso de una imagen “deteriorada, sensual de la mujer que favorece las diferentes de formas de violencia que se expresa contra ellas”. Dicha investigación aún no se ha publicado, sin embargo, según la Autoridad Nacional Competente se están tomando medidas para que sus resultados puedan ser utilizados para demostrarle a dueños de medios y autoridades competentes el trato ofensivo que se da hacia las mujeres en sus programas.

En los últimos cuatro años el Estado panameño ha realizado una serie de actividades encaminadas a promover la investigación de la violencia contra las mujeres, siendo las siguientes: “Diagnóstico de Recursos Institucionales Locales para la Prevención y Atención de la Violencia Doméstica” y la otra investigación “Costo, Magnitud Factores De Riesgo de la Violencia Intrafamiliar”. Dichas investigaciones fueron realizadas en corregimientos seleccionados de Soná, San Miguelito, Arraijan, Chepo, Darién ubicados en diferentes provincias  del país con la finalidad de conformar redes para prevenir, atender la Violencia Doméstica, la cual a través de estas redes nos permiten la comprensión más directa de las particularidades de la violencia doméstica en las áreas geográficas.

Obstáculos

La última investigación específica que se realizó acerca de la violencia contra las mujeres fue en el 2006. A pesar de que dicho esfuerzo se realizó alrededor de la visibilización de la violencia más extrema perpetuada contra una mujer, como lo es el femicidio, no se tiene mayores datos que permitan dar cuenta sobre la realidad que viven las mujeres panameñas al enfrentar otras formas de violencia contra ellas. Cabe mencionar que, de acuerdo a la legislación vigente en Panamá, el femicidio no está reconocido como delito.

Tampoco se informa acerca de la aplicación real de la Convención Belém do Pará en el país, ni se mencionan las medidas que se haya adoptado para realizarlos.

No existe un registro de datos estadísticos actualizado que se refiera específicamente a la violencia de género.
No se han llevado a cabo encuestas periódicas especializadas en violencia contra las mujeres, ni de conocimiento de las mujeres sobre sus derechos, ni de conocimiento de las mujeres acerca de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia.

No se ha implementado un registro único sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica).  Más bien, cada Institución utiliza formularios para la recopilación de información sobre situaciones de denuncias y/o delitos contra la mujer.   
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
La legislación vigente en Panamá penaliza la violencia contra mujeres menores de edad, no así la ejercida contra las mayores de edad, para ellas se penaliza la violencia intrafamiliar. La ausencia de disposiciones penales que sancionen las otras formas de violencia perpetuada contra mujeres mayores de edad, las coloca en una clara situación de indefensión ante la posibilidad de ser víctimas de conductas violentas fuera del ámbito familiar y por tanto se niega sus derechos, establecidos en los artículos 2, 3, 4, y 5 de la Convención.

En cuanto al delito de acoso sexual se muestra un avance importante, sin embargo por los efectos y consecuencias para las mujeres que enfrentan este tipo de violencia, se considera urgente el crear una medida legal específica que contemple definición, tipos, procedimientos y sanciones adecuadas, para el acoso en los ámbitos educativos, así como otros ámbitos en los que existan relaciones de jerarquías.
Es necesario contar con mecanismos legales que mencionen el acceso a recursos de apoyo y atención, así como de protección para las mujeres no son acciones suficientes para garantizar el acceso real de las víctimas de violencia, ya que si no se establecen otras medidas conexas la legislación queda en letra muerta y con ello no se favorece la  justicia pronta y cumplida. Tal como en el caso de los mecanismo necesarios para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y otras personas testigas de la violencia que ellas viven. 

A pesar de que el Estado panameño ha creado recientemente el Observatorio Panameño contra la Violencia de Género y la Red de Entidades Públicas y Civiles Productoras y Usuarias de Información Estadística para la Incorporación del Enfoque de Género en la Estadística Nacional, cuya finalidad es contribuir al desarrollo y mejoramiento de la estadística nacional desde el enfoque de género, dicho sistema estadístico no se encuentra actualizado. Sus datos dan cuenta de la violencia intrafamiliar y doméstica, por tanto existe un gran vacío en cuanto a la información de primera mano que le permita a las personas tomadoras de decisiones generar recursos y acciones o programas a partir de la realidad nacional sobre la violencia contra las mujeres: la frecuencia, principales causas, zonas de mayor incidencia, entre otras variables fundamentales que permitan demostrar los daños y el sufrimiento causado a las mujeres tanto en el ámbito público como en el privado, tal como lo establece el artículo 1, artículo 8, incisos a y h de la Convención. Además, no contar con estos mecanismos impide la elaboración de información que permita fijar prioridades, formular y aplicar programas y políticas públicas que ayuden a erradicar esta violación al derecho humano fundamental de vivir una vida libre de violencia.

Para el efectivo cumplimiento de la Convención es necesario que el Estado panameño adopte medidas en los diversos ámbitos, legislativo y administrativo para que se reconozca la violencia ejercida por razones de género, ya que la mayoría de acciones están encaminadas hacia la erradicación y sanción de la violencia intrafamiliar y doméstica, no así de la violencia contra las mujeres.
OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE PANAMA

AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
Respuesta del Gobierno de Panamá

Link: http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03254-A.pdf 
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